
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 44/2023 (11a.)

PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD JUDICIAL EN EL

SISTEMA PENAL ACUSATORIO. NO SE VULNERA

CUANDO UN MISMO JUEZ DE CONTROL EMITE

UNA ORDEN DE CATEO Y POSTERIORMENTE

DICTA UN AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO

DERIVADO DE LOS HECHOS DE LA MISMA

INVESTIGACIÓN.

HECHOS: Un Tribunal Colegiado de Circuito

determinó que el principio de imparcialidad que deriva

del artículo 20, apartado A, fracción IV, de la

Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, no tiene el alcance de considerar que si

un Juez de Control emite una orden de cateo esté

impedido para dictar posteriormente un auto de

vinculación a proceso porque en ambos casos actúa

dentro del mismo periodo de investigación y no en la

etapa de juicio. Mientras que otro órgano jurisdiccional

estableció que en ese supuesto sí se vulnera el

principio de imparcialidad porque el Juez de Control

conoce los datos de prueba de la carpeta cuando

emite el cateo y por eso está contaminado por

conocimiento previo, de manera que no puede

resolver sobre la vinculación a proceso.

CRITERIO JURÍDICO: No se afecta la imparcialidad

de un Juez de Control si autoriza una orden de cateo
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y después emite un auto de vinculación a proceso

derivado de los hechos que dieron origen a la misma

investigación, pues se trata de actos que se emiten a

partir de la comprobación de distintos requisitos

constitucionales y legales, por lo que la decisión que

asuma en una y en otra determinación no implica que

realice una valoración de los mismos datos de prueba,

ya que parten de objetivos procesales distintos.

JUSTIFICACIÓN: De acuerdo con el modelo de

justicia penal acusatorio, deben respetarse distintos

principios constitucionales, entre ellos, la prohibición

prevista en el artículo 20, apartado A, fracción IV, de la

Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, relativa a que el juicio no se celebre ante

una persona juzgadora que haya conocido del caso

previamente, la cual garantiza la imparcialidad judicial

de las y los jueces quienes intervienen en el

procedimiento penal.

En ese sentido, si un Juez de Control autoriza la

realización de un cateo como acto de investigación

solicitado por el Ministerio Público en la etapa de

investigación inicial, no vulnera el principio de

imparcialidad judicial si es que derivado de los

mismos hechos dicta un auto de vinculación a

proceso.
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Lo anterior, porque la orden de cateo y el auto de

vinculación a proceso constituyen actos distintos que

cumplen con diversos requisitos exigidos

respectivamente en los artículos 16, párrafo onceavo

y 19, párrafo primero, de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos, 282, 283, 316 y 317

del Código Nacional de Procedimientos Penales, por

lo que la decisión que asuma en una y en otra

determinación, no implica valorar los mismos datos de

prueba con el mismo objetivo procesal, pues en el

primer caso verificará que existan elementos

suficientes para autorizar que la autoridad ministerial

ingrese válidamente a un inmueble, mientras que en

la resolución de término constitucional establecerá si

los datos aportados acreditan la probable

intervención de una persona en la comisión de un

hecho delictuoso para someterla a un proceso penal.

Así, la emisión de la orden de cateo no genera una

idea preconcebida de responsabilidad o sobre la

existencia de un delito que impida a la misma persona

juzgadora resolver sobre la vinculación a proceso, de

manera que en ese supuesto su imparcialidad judicial

no se ve comprometida, por lo que no se actualiza la

prohibición establecida en la fracción IV del apartado

A del artículo 20 de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos.
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Contradicción de criterios 403/2022. Entre los
sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en
Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, el
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro
Auxiliar de la Octava Región, con residencia en
Mérida, Yucatán, el Segundo Tribunal Colegiado en
Materia Penal del Sexto Circuito y el Tribunal
Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito. 15 de
febrero de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho
para formular voto concurrente, Juan Luis González
Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su
derecho para formular voto aclaratorio, y la Ministra
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministra Ana
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando
Patiño Lara.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil
del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 62/2020, en el
que estableció que el principio de imparcialidad que deriva del artículo
20, apartado A, fracción IV, de la Constitución General no significa que
si un Juez de Control emite una orden de cateo, esté impedido para
dictar posteriormente un auto de vinculación a proceso porque en
ambos casos actúa dentro del mismo periodo de investigación y no en
la etapa de juicio; y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro
Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Mérida, Yucatán, en
auxilio del Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resolver
el amparo en revisión 126/2022 (cuaderno auxiliar 445/2022), en el que
al hacer referencia a las fracciones IV y X del artículo 20 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consideró que,
al emitir un cateo, el Juez de Control conoce los datos de prueba y por
eso está contaminado por conocimiento previo, en consecuencia, no
debe resolver sobre la vinculación a proceso, de lo contrario se vulnera
el principio de imparcialidad.

LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE
ACUERDOS, DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del
Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la anterior
tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada
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de quince de marzo de dos mil veintitrés. Ciudad de
México, a quince de marzo de dos mil veintitrés. Doy fe.

PMP/lgm.


